
«Fallamos: Que estimando parcialmente e’ recurso contencio- 
so-administrativo interpuesto por don Jacinto Miguel Solano, 
contra resoluciones del Ministerio de Defensa, de 10 de sep­
tiembre y 0 de noviembre de 1970. debemos declarar y declara­
mos no ser las mismas en parte ajustadas a derecho, y en 
consecuencia, las anulamos, asimismo parcialmente, recono- 
c endo, en cambio, a dicho recurrente el derecho que tiene a 
percibir el complemento de destino por responsabilidad en la 
función, desde la fecha de la efectividad económica en el em­
pleo de Sargento hasta la entrada en vigor de la Ley 5/1976, 
de 11 de marzo, condenando a la Administración al pago de las 
cantidades que resulten; sin expresa imposición de costas.

Firme que sea la presente sentencia, remítase testimonio de 
la misma con el expediente administrativo al Ministerio de De­
fensa, para su ejecución y cumplimiento.

Asi, por esta nuestra sentencia, de la que se unirá certifi­
cación al rollo, lo pronunciamos, mandamos y firmamos.•

En su virtud, de conformidad con lo establecido en la Ley 
reguladora de la Jurisdicción Contencioso-Administrativa, de 27 
de diciembre de 1956, y en uso de las facultades que me con­
fiere el artículo 3.° de la Orden del Ministerio de Defensa nú­
mero 54/1982. de 16 de marzo, dispongo que se cumpla en sus 
acopios términos la expresada sentencia.

Lo que comunico a VV. E.
Dios guarde a W. EE. muchos años.
Madrid, 3 de octubre de 1983.—P. D., el Secretario general 

cnra Asuntos de Personal y Acción Social, Federico Michavila 
" illarés.
icemos. Sres. Subsecretario de Política de Defensa y General

Director de Mutilados de Guerra por la Patria.

29545 ORDEN 111/03497/1983, de 3 de octubre, por la 
que se dispone el cumplimiento de la sentencia 
de la Audiencia Nacional, dictada con fecha 8 de 
febrero de 1983, en el recurso contencioso-adminis- 
trativo interpuesto por don Francisco Martínez Va­
quero, Sargento de Caballería, Caballero Mutilado 
Permanente.

Excmos. Sres.: En el recurso contencioso-administrativo se­
guido en única instancia ante la Sección Quinta de la Audien­
cia Nacional, entre partes, de una, como demandante, don Fran­
cisco Martínez Vaquero, quien postula por sí mismo, y de otra, 
como demandada, la Administración Pública, representada y 
defendida por el Abogado del Estado, contra resoluciones del 
Ministerio de Defensa, de B de junio y 4 de julio de 1079, se 
ha dictado sentencia, con fecha 8 de febrero de 1983, cuya parte 
dispositiva, es como sigue:

«Fallamos: Que estimando parcialmente el recurso conten­
cioso-administrativo interpuesto por don Francisco Martínez Va­
quero, Sargento de Caballería y Caballero Mutilado Permanente, 
contra resoluciones del Ministerio de Defensa, de 8 de junio 
y 4 de julio de 1979, debemos declarar y declaramos no ser las 
mismas en parte ajustadas a derecho, y en consecuencia, las 
anulamos, asimismo parcialmente, reconociendo, en cambio, a 
dicho recurrente el derecho que tiene a percibir el complemento 
de destino por responsabilidad en la función, desde la fecha de 
la efectividad económica en el empleo de Sargento hasta la 
entrada en vigor de la Ley 5/1976, de 11 de marzo, condenando 
a la Administración al pago de las cantidades que resulten; 
sin expresa imposición de costas.

Firme que sea la presente sentencia, remítase testimonio 
de la misma con el expediente administrativo al Ministerio de 
Defensa, para su ejecución y cumplimiento.

Así, por esta nuestra sentencia, de la que se unirá certifica­
ción al rollo, lo pronunciamos, mandamos y firmamos.»

En su virtud, de coriformidad con lo establecido en la Ley 
reguladora de la Jurisdicción Contencioso-Administrativa, de 27 
de diciembre de 1956, y en uso de las facultades que me con­
fiere el artículo 3 ° do la Orden del Ministerio de Defensa nú­
mero 54/1982, de 16 de marzo, dispongo que se cumpla en sus 
propios términos la expresada sentencia.

Lo que comunico a VV. EE.
Dios guarde a VV. EE. muchos años.
Madrid, 3 de octubre de 1983.—P. D., el Secretario general 

para Asuntos de Personal y Acción Social, Federico Michavila 
Pallarás.
Excmos. Sres. Subsecretario de Política de Defensa y General

Director de Mutilados de Guerra por la Patria.

29546 ORDEN 111/03498/1983, de 6 de octubre, por la 
que se dispone el cumplimiento de la sentencia 
de la Audiencia Nacional, dictada con fecha 10 
de mayo de 1983, en el recurso contencioso-ad­
ministrativo interpuesto por don José Luis Alvarez 
García y otros nueve más, todos pertenecientes a la 
Guardia Civil.

Escmo. Sr.: En el recurso contencioso-administrativo seguido 
en única instancia ante la Sección Tercera de la Audiencia 
Nacional, entre partes, de una, como demandante, don José

Luis Alvarez García y nueve más, quien postula por sí mismo, 
y de otra, como demandada, la Administración Pública, repre­
sentada y defendida por el Abogado del Estado, contra resolu­
ciones del Ministerio de Defensa de 10 de julio y 28 de diciembre 
de 1979, 'o ha dictado sentencia con fecha 10 de mayo de 1983, 
cuya parte dispositiva es como sigue:

«Fallamos: Desestimamos las causas de inadmisibilidad for­
muladas por el señor Abogado del Estado y estimamos parcial­
mente el recurso contencioso-administrativo interpuesto por el 
Procurador don José Luis Granizo Garcia-Cuenca, en nombre y 
representación de don José Luis Alvarez García, don Carlos 
Chinchilla Martín, don Antonio Risquez Moreno, don Manuel 
Emiliano Pascual Martín, don Manuel Fernández Fuentes, don 
Vicente Román Téllez, don José María Cuesta Sánchez, don José 
Antonio González Rodríguez, don Damián Romero García y don 
Florencio Ferrero Moldón contra resoluciones del Ministerio de 
Defensa de 10 de julio y 28 de diciembre de 1979, dictadas 
en el expediente administrativo a que se refieren estas actúa- 
cines, resoluciones que anulamos por no ser conformes a dere­
cho, y declaramos nulas las Ordenes publicadas en el «Diario 
Oficial del Ministerio del Ejército» números 28 y 47, de 1977, 
en cuanto que acordaron que los recurrentes indicados causaran 
baja en el Instituto de la Guardia Civil, al que se incorpora­
rán aquéllos en la forma indicada en el séptimo considerando de 
esta resolución, percibiendo los haberes que les correspondan 
desde la fecha en que solicitaron su incorporación al referido 
Instituto, y no hacemos expresa imposición de costas.

Así por esta nuestra sentencia, testimonio de la cual será 
remitido para su ejecución, junto con el expediente, a la oficina 
de origen, lo pronunciamos, mandamos y firmamos.»

En su virtud, de conformidad con lo establecido en la Ley 
reguladora de la Jurisdicción Contencioso-Administrativa de 27 
de diciembre de 1956 y en uso de las facultades que me con­
fiere el artículo 3 ° de la Orden del Ministerio de Defensa 
número 54/1982, de 10 de marzo, dispongo que se cumpla en sus 
propios términos la expresada sentencia.

Lo que comunico a V. E.
Dios guarde a V. E. muchos años.
Madrid, 6 de octubre de 1983.—P. D.. el Secretario general 

para Asuntos de Personal y Acción Social, Federico Michavila 
Pallarás.

Excmo. Sr. Director general de la Guardia Civil.

29547 ORDEN 111/03499/1983, de 6 de octubre, por la 
que se dispone el cumplimiento de la sentencia 
del Tribunal Supremo, dictada con fecha 24 de 
mayo de 1983, en el recurso contencioso-adminis­
trativo interpuesto por don Juan Ramos Alvarez, 
Subteniente de la Guardia Civil, retirado.

Excmo. Sr.: En el recurso contencioso-administrativo seguido 
en única instancia ante la Sala Quinta del Tribunal Supremo, 
entre partes, de una, como demandante, don Juan Ramos Al­
varez, quien postula por sí mismo, y de otra como demandada, 
la Administración Pública, representada y defendida por el 
Abogado del Estado, contra resoluciones del Consejo Supremo de 
Justicia Militar de 15 de noviembre de 1979 y 26 de abril de 
1980, se ha dictado sentencia con fecha 24 de mayo de 1983, 
cuya parte dispositiva es como sigue:

«Fallamos: Que estimando el recurso contencioso-administra­
tivo interpuesto por don Juan Ramos Alvarez, contra las resolu­
ciones del Ministro de Defensa de 15 de noviembre de 1979 y 
26 de abril de 1980, las declaramos nulas y er. consecuencia 
se reconoce al recurrente el derecho a que sea declarado baja 
por inutilidad física para el servicio de las armas a los efectos 
de posterior expediente de retiro forzoso por esta causa, produ­
ciéndose automáticamente la ineficacia de la Orden circular 
número 14.736/279/1978, de 1 de diciembre que acordó el pase 
a la situación de retirado el día 14 de febrero de 1979, por 
cumplir la edad reglamentaria. Sin costas.

Así por esta nuestra sentencia, que se publicará en el "Bo­
letín Oficial del Estado” e insertará en la "Colección Legisla­
tiva”, definitivamente juzgando, lo pronunciamos, mandamos y 
firmamos.»

En su virtud, de conformidad con lo establecido en la Ley 
reguladora de la Jurisdicción Contencioso-Administrativa de 27 
de diciembre de. 1956, y en uso de las facultades que me con­
fiere el artículo 3.° de la Orden del Ministerio de Defensa 
número 54/1982, de 16 de marzo, dispongo oue se cumpla en 
sus propios términos la expresada sentencia.

Lo que comunico a V. E.
Dios guarde a V. E. muchos años.
Madrid, 6 de octubre de 1983.—P. D., el Secretario general 

para Asuntos de Personal y Acción Social, Federico Michavila 
Pallarás.

Excmo. Sr. Teniente General Presidente del Consejo Supremo de
Justicia Militar.


